
Concepci n, doce de febrero del a o dos mil veinticinco.ó ñ

VISTOS:

Se reproduce la sentencia definitiva en alzada, con excepci n deó  

sus fundamentos 21 , 22 , 23  y 24  que se eliminan.° ° ° °

Y  SE  TIENE  EN  SU  LUGAR  Y  ADEM SÁ  

PRESENTE

PRIMERO: Que los letrados de la demandante, en causa rol 

C-4836-2022,  caratulados  GONZ LEZ  con  CONSEJO  DE“ Á  

DEFENSA DEL ESTADO , seguidos ante el Primer Juzgado Civil de”  

Concepci n, recurre de apelaci n en contra de la sentencia definitivaó ó  

de diecisiete de abril de dos mil veintitr s que declar : é ó

I.- Que, SE RECHAZAN las excepciones de reparaci n integraló  

y de prescripci n opuestas por el Fisco de Chile en su contestaci n deó ó  

folio 6.

II.-  Que,  SE  RECHAZA,  en  todas  sus  partes,  la  demanda 

interpuesta en lo   principal de folio 1.

III.-  Que  atendido  lo  resuelto  precedentemente,  no  se  emite 

pronunciamiento  respecto  de  la  alegaci n  subsidiaria  de  que  unaó  

eventual  indemnizaci n  por  da o  moral  considere  los  pagos  yaó ñ  

recibidos del Estado por parte de la actora, por innecesario.

IV.- Que, no se condena en costas a la demandante por estimar 

que tuvo motivo plausible para litigar.

En lo pertinente refieren que sobre los Estados pesa la obligaci nó  

de reparaci n en los casos de violaciones de derechos humanos comoó –  

el de autos , una obligaci n que reviste 2 faces: una penal y una civil.– ó  

Cualquier  diferenciaci n  entre  ambas  acciones  y  otorgarles  unó  

tratamiento desigual es discriminatorio y no permite al ordenamiento 

jur dico guardar la coherencia y unidad que se le reclama.í
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A  juicio  de  la  recurrente,  la  conclusi n  a  la  que  arriba  laó  

sentenciadora en los motivos 20  y 21  yerra en al menos 3 aspectos: es° °  

contradictoria con los  propios considerandos del  fallo,  se aparta del 

ordenamiento  jur dico  interno  y  pareciere  desentenderse  de  laí  

naturaleza del da o que en autos se reclama.  ñ

Conforme  obra  en  el  3 .-  raciocinio  ° “son  hechos  no 

controvertidos y, por ende, establecidos del pleito que la demandante 

fue detenida y torturada por sus captores, agentes del Estado, en pocaé  

de Dictadura, en 1974, siendo trasladada a un lugar desconocido, lugar 

donde permaneci  privada de libertad, siendo reconocida a trav s deló é  

Informe de  la  Comisi n  Nacional  sobre  Prisi n  Pol tica  y  Tortura,ó ó í  

como v ctima de privaci n de libertad y tortura por razones pol ticas,í ó í  

seg n se corrobora con la copia de la n mina de personas reconocidasú ó  

como v ctimas,  en donde figura incluida la  demandante bajo el  Ní ° 

10.226 (folio 1) .”

Adem s, que de acuerdo a las probanzas descritas (rese adas ená ñ  

el  motivo 4 ),  aparece clara la responsabilidad civil  del  Estado,  que°  

fluye de los hechos narrados y del reconocimiento de la intervenci n deó  

sus  agentes,  considerando  en  particular  lo  dispuesto  en  el  inciso 

primero del art culo 6 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, ení ó í ú  

cuanto  los  rganos  del  Estado  deben  someter  su  acci n  a  laó ó  

Constituci n y a las normas dictadas conforme a ella y garantizar eló  

orden institucional de la Rep blica, y en su inciso final, al se alar queú ñ  

la infracci n de esta norma generar  las responsabilidades y sancionesó á  

que  determine la  ley;  teniendo presente  adem s,  lo  dispuesto en elá  

art culo 4 del Decreto con Fuerza de Ley N  1/19.653 de 2000, delí °  

Ministerio  Secretar a  General  de  la  Presidencia,  que  fija  el  textoí  

refundido,  coordinado  y  sistematizado  de  la  Ley  18.575  Org nicaá  

Constitucional de Bases Generales de la Administraci n del Estado, ó
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La regla  sobre la  cual  se erige todo el  sistema probatorio  en 

materia civil: la regla de normalidad, esto es, corresponde probar aquel 

hecho que se desv a del comportamiento normal, al que busca probarí  

una anormalidad. Seg n el profesor Pe ailillo, no corresponde asignarú ñ  

la carga a quien reclama a su favor el hecho que normalmente sucede. 

La situaci n anormal, que es la que requiere prueba, es un evento queó  

ocurre en una proporci n  menor (infrecuente)  por oposici n  a otroó ó  

hecho que es el que ocurre en la gran mayor a de los casos y que, porí  

eso, es considerado lo normal  o frecuente.‘ ’

Empleando entonces la regla se alada, forzosamente se llega a lañ  

conclusi n de que, desde el momento en que se tiene por acreditadoó  

que  una persona fue  ilegalmente  secuestrada,  apresada  y  torturada, 

resulta ser un desprop sito el cuestionarnos si acaso la v ctima mismaó í  

habr a  resultado  afectada  en  su  fuero  interno  luego  de  los  delitosí  

cometidos, por cuanto el que esta clase de hechos en la vida de una 

persona  deje  huellas  imborrables  y  produzca  efectos 

inconmensurablemente perniciosos, deviene en natural, l gico, normal. ó

Advierte  que,  decir  que  la  sola  calidad  de  v ctima  deí  

vulneraciones de derechos humanos -de prisi n pol tica y torturas- noó í  

es suficiente para determinar la existencia del da o moral invocado,ñ  

constituye un desacierto patente por parte de la sentenciadora que hace 

necesaria y acuciante la enmienda del fallo en conformidad a derecho 

por el Tribunal ad quem.

A ade que tambi n yerra el juez quo en lo que colige en el 22ñ é ° 

basamento, toda vez que  exime todo valor probatorio tanto al informe 

(sicol gico) acompa ado como a las declaraciones juradas, sin siquieraó ñ  

considerarlos como elementos indiciarios y, que, en conjunto con las 

dem s probanzas, pudieren servir de base para constituir presuncionesá  

judiciales.
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Solicita,  en  s ntesis,  que  se  revoque  la  sentencia  definitivaí  

apelada,  declarando  que  atendida  la  responsabilidad  del  Estado  de 

Chile en la producci n del da o moral provocado a su representada yó ñ  

configur ndose  los  presupuestos  para  su procedencia,  se  condena alá  

Fisco de Chile a pagar la suma de $250.000.000 (doscientos cincuenta 

millones  de  pesos)  a  do a  Julia  Gonz lez  Figueroa  a  t tulo  deñ á í  

indemnizaci n de perjuicios por concepto de da o moral; y en subsidioó ñ  

de lo anterior, a la suma que considere en justicia, en atenci n al da oó ñ  

provocado,  pero  siempre  mayor  a  la  concedida  en  la  sentencia  de 

primera instancia dictada. Todo lo anterior con reajustes, intereses y 

costas de la instancia

SEGUNDO: Que, cabe consignar que el Fisco de Chile,  en 

s ntesis  y  sin  discutir  los  hechos  en  que  se  basa  la  demandaí  

indemnizatoria planteada, contesta la demanda oponiendo en primer 

lugar  la  excepci n  de  reparaci n  satisfactivaó ó ,  alegando  la 

improcedencia  de  la  indemnizaci n  por  haber  sido  indemnizadoó  

mediante las reparaciones que se ala;  en segundo t rmino, opone lañ é  

excepci n de prescripci n de la acci n indemnizatoriaó ó ó ; pues considera 

que las  acciones  indemnizatorias  de  esta  clase  prescriben en cuatro 

a os contados desde la vuelta de la democracia al pa s y en subsidioñ í  

opone  la  excepci n  de  prescripci n  de  cinco  a os;  ó ó ñ alega  que  la 

regulaci n del da o moral de ser procedente debe considerar los pagosó ñ  

ya recibidos del Estado y guardar armon a con los montos establecidosí  

por los tribunales y finalmente alega la  improcedencia de reajustes e 

intereses,  se alando  que  stos  no  se  deben  sino  ejecutoriada  lañ é  

sentencia que lo condene a pagar una suma de dinero.

TERCERO: Que, de acuerdo a lo que obra en el motivo 3 .-°  

del fallo en alzada, el juez del a quo tuvo por establecidos los siguientes 

hechos no controvertidos que la demandante fue detenida y torturada“  

por sus captores, agentes del Estado, en poca de Dictadura, en 1974,é  

siendo trasladada  a  un  lugar  desconocido,  lugar  donde  permaneció 
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privada  de  libertad,  siendo  reconocida  a  trav s  del  Informe  de  laé  

Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura, como v ctima deó ó í í  

privaci n de libertad y tortura por razones pol ticas, seg n se corroboraó í ú  

con la copia de la n mina de personas reconocidas como v ctimas, enó í  

donde figura incluida la demandante bajo el N  10.226 (folio 1).°

CUARTO: Que, ahora bien, la parte demandante ha aportado 

los siguientes antecedentes de prueba, los que constan a folios 11, 21, 

22 y 25:

- Tarjeta control N  155, titulada libertad condicional, a nombre°  

de Julia Gonz lez Figueroa de fecha 19 de diciembre de 1974.á

- Documento correspondiente al programa de reparaci n integraló  

de salud (PRAIS) a nombre de Julia Gonz lez Figueroa.á

-  C dula  de  Identidad  Nacional  de  do a  Julia  Gonz lezé ñ á  

Figueroa.

- P gina n mero 532, donde bajo el n mero 10226 figura doná ú ú  

Julia Gonz lez Figueroa.á

-  Copia  de  antecedentes  del  Instituto  Nacional  de  Derechos 

Humanos de do a Julia Gonz lez Figueroa.ñ á

-  Documento  titulado  Caracter sticas  del  da o  y  trauma  en“ í ñ  

afectados directos de violaciones a los derechos humanos , emitido por”  

el Psic logo Freddy Silva, Coordinador equipo especializado PRAIS deló  

Servicio de Salud Aconcagua, de fecha 16 de octubre de 2017.

- Documento denominado Aspectos Psicosociales de la represi n“ ó  

durante  la  dictadura  de  Centro  de  Salud  Mental  y  Derechos”  

humanos,  Serie  Monograf as  N 4,  por  Mar a  Teresa  Almarza,í ° í  

Psic loga.ó

-  Documento  titulado  Estudio  de  salud  mental  en  presos“  

pol ticos en periodo de transici n a la democracia  de Jacobo Riffo,í ó ”  
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Neuropsiquiatra  Viviane  Freraut  Psic loga  Equipo de  Salud  Mentaló  

DITT, CODEPU.

-  Documento  titulado  La  tortura  modelo  de  intervenci n,“ ” ó  

equipo  de  salud  mental,  fundaci n  de  ayuda  social  de  las  iglesiasó  

cristianas a o 2005.ñ

- Documento denominado Tortura y trauma: el viejo dilema de“  

las taxonom as psiqui tricas  por Carlos Madariaga.í á ”

- Documento denominado Significado psicosocial de la tortura,“  

tica  y  reparaci n  por  Elisa  Neumann,  Psic loga,  Rodrigo  Erazo,é ó ” ó  

Psiquiatra, Equipo Programa M dico psiqui trico. FASIC.é á

- Documento denominado Trauma pol tico y memoria social .“ í ”

- Sentencia de reemplazo, de la Excma. Corte Suprema, de fecha 

10 de junio de 2014, Rol N  5831-2013.°

- Sentencia dictada por la Excma. Corte Suprema de fecha 6 de 

enero de 2014, en autos Rol N  2918-2013.°

- Sentencia dictada por la Excma. Corte Suprema de fecha 13 

de junio de 2018, autos Rol N  8105-2018.°

-  Documento  titulado  Corte  Interamericana  de  derechos“  

humanos, caso rdenes de guerra y otros versus Chileó ”

-  Sentencia  de  la  Excma.  Corte  Suprema  de  fecha  29  de 

diciembre de 2015.

- Informe Psicol gico de do a Julia Gonz lez Figueroa emitidoó ñ á  

por la Psic loga Betsab  Alejandra Pino Cruzat.ó é

-  Declaraci n jurada de do a Betsab  Alejandra Pino Cruzat,ó ñ é  

ante el Notario P blico Gast n Ariel Santib ez Torres, con fecha 16ú ó áñ  

de enero de 2023.
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-  Declaraci n  jurada  de  Arinda  Graciela  del  Carmen  Ojedaó  

Aravena, ante el Notario P blico Juan Avello San Mart n con fecha 17ú í  

de enero de 2023.

QUINTO: Que, cabe se alar que el art culo 38 inciso 2  de lañ í °  

Constituci n Pol tica del Estado, previene que cualquier persona queó í  

sea lesionada en sus derechos por la administraci n del Estado, de susó  

organismos o de las municipalidades, podr  reclamar ante los tribunalesá  

que determine la ley, sin perjuicio de la responsabilidad que pudiere 

afectar al funcionario que hubiere causado el da o.ñ

Esta  disposici n,  tal  como  se  ha  entendido,  contempla  yó  

materializa  la  que  podr a  denominarse  acci n  constitucional  deí “ ó  

responsabilidad , dado que es precisamente la Constituci n la que ha” ó  

consagrado como un principio general, la responsabilidad del Estado o 

de sus rganos por los da os que produzca su actividad en la situaci nó ñ ó  

de  una  v ctima  que  no  se  encuentra  jur dicamente  obligada  aí í  

soportarlos.

En efecto, ya del art culo 1  inciso 4  de la Constituci n, puedeí ° ° ó  

colegirse que todos los rganos del Estado tienen el deber de respetaró  

los derechos y garant as constitucionales, de lo que se deduce que suí  

eventual  transgresi n  acarrear a  su  correspondiente  reparaci n.ó í ó  

Tambi n del inciso 2  del art culo 5 , se desprende que en el evento deé ° í °  

transgresi n de los derechos esenciales que emanan de la naturalezaó  

humana, ella debe ser reparada. A su vez, del art culo 6  aparece queí °  

es  obligaci n  de  los  rganos  del  Estado  someter  su  acci n  a  laó ó ó  

Constituci n y a las normas dictadas conforme a ella, y del inciso finaló  

del art culo 7  se desprende que sin perjuicio de la nulidad del acto, losí °  

rganos del Estado incurrir an en responsabilidades cuando se hubiereó í  

infringido la investidura regular de los integrantes de dichos rganos, suó  

competencia o el procedimiento legal a que se encuentran sujetos. Y, a 

su turno, el art culo 19 enumera una serie de derechos que la mismaí  
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carta  fundamental  garantiza  a  todas  las  personas  y  que,  por  ende, 

deben ser respetados, entre otros, por los rganos del Estado.ó

En  armon a  con  este  panorama  jur dico  constitucional,  elí í  

art culo 2  de la ley org nica constitucional de bases generales de laí ° á  

administraci n  del  Estado,  establece  que  los  rganos  de  laó ó  

administraci n someter n su acci n a la Constituci n y a las leyes; queó á ó ó  

deber n  actuar  dentro  de  su  competencia  y  no  tendr n  m sá á á  

atribuciones  que  las  que  expresamente  les  hayan  conferido  el 

ordenamiento jur dico; y que todo abuso o exceso en el ejercicio de susí  

potestades dar  lugar a las acciones y recursos correspondientes.á

Por su parte,  el  art culo  4  de la  misma ley previene que elí °  

Estado ser  responsable por los da os que causen los rganos de laá ñ ó  

administraci n  en el  ejercicio  de  sus  funciones,  sin  perjuicio  de  lasó  

responsabilidades que pudieren afectar al funcionario que los hubiere 

ocasionado. 

SEXTO:  Que,  como  puede  observarse,  el  sistema  de 

responsabilidad  constitucional  del  Estado  por  cr menes  de  lesaí  

humanidad, tiene una identidad propia, de derecho p blico, donde seú  

prescinde de consideraciones subjetivas, porque lo que aqu  interesa esí  

si la v ctima ha sufrido un da o que no estaba obligada a soportar, estoí ñ  

es, una causalidad material que hace nacer la obligaci n de reparar losó  

perjuicios. 

Se trata, entonces, de una responsabilidad que se aparta de las 

normas  de  derecho  com n  y  de  car cter  org nica  porque  quienú á á  

responde es  el  Estado siendo indiferente  la  persona del  funcionario 

autor del perjuicio.

S PTIMOÉ : Que, con lo que se ha venido diciendo resulta clara 

la  existencia  de  un  estatuto  de  responsabilidad  extracontractual  del 

Estado, de derecho p blico y distinto al r gimen de derecho com nú é ú  

que se regula en el t tulo XXXV del libro IV del C digo Civil, siendoí ó  

Código: NVGYXSPJXDT

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



lo  fundamental  para  que tenga  lugar  aqu lla,  que  la  actuaci n  delé ó  

agente p blico est  relacionada con el servicio u rgano p blico y queú é ó ú  

haya un v nculo directo de causalidad entre la acci n u omisi n y elí ó ó  

da o producido.ñ

Por  otra  parte,  debe  tenerse  presente  que  si  bien  ni  la 

Constituci n de 1980 ni la ley 18.575, se hallaban vigentes a la pocaó é  

de acaecimiento de la detenci n de la demandante, ello no es biceó ó  

para hacer lugar  a la  pretensi n indemnizatoria,  desde que de losó  

art culos 4 y 10 de la Constituci n de 1925 era posible desprender losí ó  

principios  de  legalidad  y  de  responsabilidad  del  Estado  por  las 

actuaciones de sus rganos que ocasionaren da os.ó ñ

As ,  la  legislaci n  anterior  igualmente  permit a  sustentar  uní ó í  

principio general de responsabilidad del Estado aun cuando en etapa 

germinal y, por ende, menos desarrollado que el que actualmente rige 

en base a las normas jur dicas m s arriba rese adas, pero que hac aí á ñ í  

procedente una indemnizaci n fundada en principios como el  de laó  

igual repartici n de las cargas p blicas y de la igualdad ante la ley, estoó ú  

es, basado en principios propios del derecho p blico, y tambi n en unú é  

principio de equidad.

OCTAVO: Que, tal como ya se expuso, la responsabilidad del 

Estado exige como un primer supuesto que la actuaci n del  agenteó  

p blico est  relacionada con el servicio u rgano p blico, y ello quedaú é ó ú  

claro  en  la  situaci n  sub-judice,  y,  conforme  a  los  hechos  noó  

controvertidos,  establecidos en el motivo 3 .- del fallo apelado consta°  

que la demandante fue detenida y torturada por sus captores, agentes“  

del Estado, en poca de Dictadura, en 1974, siendo trasladada a uné  

lugar desconocido, lugar donde permaneci  privada de libertad, siendoó  

reconocida a trav s del Informe de la Comisi n Nacional sobre Prisi né ó ó  

Pol tica y Tortura, como v ctima de privaci n de libertad y tortura porí í ó  

razones pol ticas,  seg n se corrobora con la copia de la n mina deí ú ó  
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personas  reconocidas  como  v ctimas,  en  donde  figura  incluida  laí  

demandante bajo el N  10.226 (folio 1).°

Pero adem s, obra la prueba relacionada en el motivo Cuartoá  

(4 .-  del  fallo  impugnado),  en  particular  aquella  consistente  en  el°  

Informe Psicol gico de do a Julia Gonz lez Figueroa emitido por laó ñ á  

Psic loga Betsab  Alejandra Pino Cruzat, profesional cuya declaraci nó é ó  

jurada de 16 de enero de 20223, prestada ante notario p blico fueú  

incorporada al juicio  y la declaraci n jurada de Arinda Graciela deló  

Carmen  Ojeda  Aravena,  ante  el  Notario  P blico  Juan  Avello  Sanú  

Mart n con fecha 17 de enero de 2023.í

As , y dada la actividad espec fica desarrollada por los agentesí í  

estatales y sus circunstancias, no cabe sino entender que fue un rganoó  

del  Estado  de  Chile  el  que  actu ,  hecho  no  discutido  por  eló  

demandado. 

Por lo dem s, el Fisco de Chile no controvirti  la calificaci ná ó ó  

jur dica  del  hecho il cito  en que se  funda la  acci n  indemnizatoriaí í ó  

como un delito de lesa humanidad.

NOVENO: Que,  tambi n concurre en este  caso el  supuestoé  

referido a la vinculaci n causal entre la acci n u omisi n y el da oó ó ó ñ  

producido,  ya  que  a  la  actividad  de  los  agentes  del  Estado 

pertenecientes  a  la  Armada  de  Chile  respondi  la  detenci n  de  laó ó  

demandante,  punto  que  marca  su  detenci n  ilegal  y  tortura,  yó  

precisamente estos dos hechos -detenci n y tortura- seg n m s adelanteó ú á  

se ver , constituyen la causa inmediata y directa de los da os moralesá ñ  

sufridos tanto por el demandante como por su c nyuge.ó

D CIMOÉ : Que, atendida la existencia de un actuar il cito porí  

parte  de  agentes  del  Estado,  el  da o  causado,  constando  de  losñ  

antecedentes que el actor aparece incorporado en la n mina contenidaó  

en el informe de la Comisi n Valech como v ctima de prisi n pol tica yó í ó í  

tortura,  siendo  reconocido  como  tal,  se  han  configurado  todos  los 
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requisitos que hacen procedente la responsabilidad civil del Estado, que 

se  ha  demandado  ante  este  tribunal,  conforme  lo  habilita  la  carta 

fundamental, por la v a de la acci n de indemnizaci n de perjuiciosí ó ó  

deducida en autos.

DECIMOPRIMERO:  Que,  la  indemnizaci n  de  perjuiciosó  

consiste en la acci n que tiene el acreedor o la v ctima para exigir deló í  

deudor o del causante del da o una cantidad de dinero equivalente añ  

la  utilidad que aqu l le  hubiese reportado al  cumplimiento efectivo,é  

ntegro  y  oportuno  de  la  obligaci n  o  a  la  reparaci n  del  malí ó ó  

causado . La Corte Suprema ha declarado que la indemnizaci n de” ó  

perjuicios comprende tanto el da o emergente como el lucro cesanteñ  

(Sentencia  de 17 de  junio de  1975,  RDJ,  17Tomo 72,  secci n  4 ,ó °  

p gina; sentencia de 23 de agosto de 1912, RDJ, tomo 11, secci n 1 ,á ó °  

p gina 188). á

DECIMOSEGUNDO:  Que,  la  voz  da o  que  emplea  el“ ñ ”  

legislador no se encuentra definida en la ley y corresponde, seg n elú  

Diccionario  de  la  Real  Academia  Espa ola  de  la  Lengua,  a  todoñ  

"detrimento, perjuicio, menoscabo, dolor o molestia", es decir, a toda“  

privaci n de bienes materiales e inmateriales o morales  o en palabrasó ”  

de D ez Schwerter es toda lesi n, detrimento o menoscabo a simplesí ó  

intereses  de la  v ctima entendiendo por inter s  todo lo  que es  til,í é ú  

cualquier cosa, aunque no sea pecuniariamente valuable, con tal que 

sea un bien para el sujeto, satisfaga una necesidad, cause una felicidad 

y  rechace  un  dolor  (Jos  Luis  D ez  Schwerter,  el  Da o” é í ñ  

Extracontractual, Jurisprudencia y Doctrina, p gina 25).á

DECIMOTERCERO: Que, en cuanto al da o moral, se loñ  

ha definido como la lesi n o menoscabo que el hecho da oso puedaó ñ  

ocasionar en un derecho o inter s del que es titular la persona afectadaé  

y que se encuentra en la esfera extra-patrimonial  del  individuo, sin 
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perjuicio de tener presente que, no obstante tener dicho car cter, noá  

queda liberado el afectado de acreditarlo.  

El catedr tico espa ol Luis Diez-Picazo en Derecho de Da os,á ñ ñ  

p gina  308  (citado  por  Cristi n  Aedo  Barrena,  Responsabilidadá á  

Extracontractual,  p gina  449)  manifiesta  que  el  da o  moral  debeá ñ  

reducirse  al  sufrimiento o perturbaci n  de car cter  psicof sico en eló á í  

mbito  de  la  persona,  sin  proceder  al  respecto  a  concepcionesá  

extensivas,  en las  que la  indemnizaci n  carece de justificaci n.  Aunó ó  

concebido en los estrictos t rminos que se acaban de esbozar, no todoé  

sufrimiento  psicof sico  engendra  un  da o  moral  indemnizable,  sino,í ñ  

como se al  Scognamiglio, aquel que es consecuencia de lesiones deñ ó  

derechos  de  la  personalidad .  La  profesora  Carmen  Dom nguez” í  

Hidalgo (El Da o Moral,  Tomo I,  p gina 84) acepta que el  da oñ á “ ñ  

moral est  constituido por el menoscabo de un bien no patrimonial queá  

irroga  una  lesi n  a  un  inter s  moral  por  una  que  se  obligaba  aó é  

respetarlo  y, tal como lo se ala Ricardo Veas Pizarro, en su obra De” ñ “  

la  responsabilidad  extracontractual  indirecta  (p gina  142,” á  

Metropolitana  Ediciones)  es  de  ndole  netamente  subjetiva  y  su“ í  

fundamento  se  encuentra  en  la  propia  naturaleza  de  la  psicolog aí  

afectiva del ser humano, de manera que puede decirse que tal da o señ  

produce siempre que un hecho externo afecta a la integridad f sica oí  

moral de un individuo…”

DECIMOCUARTO: Que, tal como lo ha dicho la Excma. 

Corte  Suprema “D CIMO TERCERO:  Que,  en  cuanto  a  que loÉ  

demandado  a  t tulo  de  indemnizaci n  por  da o  moral  debe  serí ó ñ  

legalmente  acreditado,  se  tiene  presente  que  en  lo  atingente  a  la  

prueba del da o moral la jurisprudencia reiterada de esta Corte afirmañ  

que ste es la lesi n efectuada culpable o dolosamente, que acarreaé ó  

molestias  en  la  seguridad  personal  del  afectado,  en  el  goce  de  sus  

bienes  o  en  un  agravio  a  sus  afecciones  leg timas,  de  un  derechoí  
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subjetivo de car cter inmaterial e inherente a la persona e imputable aá  

otra.

Da o que sin duda no es de naturaleza propiamente econ micañ ó  

y no implica, en consecuencia, un deterioro o menoscabo real en el  

patrimonio de la misma, susceptible de prueba y determinaci n directa;ó  

sino que posee una naturaleza eminentemente subjetiva.

As ,  atendida  esta  particularidad,  no  pueden  aplicarse  paraí  

precisar  su  existencia  las  mismas  reglas  que  las  utilizadas  para  la  

determinaci n  de  los  da os  materiales,  que  est n  constituidos  poró ñ á  

hechos  tangibles  y  concretos,  que  indudablemente  deben  ser  

demostrado s, tanto en lo que ata e a su especie como a su monto.ñ

D CIMO CUARTO: Que la comprobaci n de la transgresi n oÉ ó ó  

agravio  del  derecho  subjetivo  envuelve  per  se,  la  prueba  de  la  

efectividad del da o moral, de manera que  ñ acreditada la calidad de 

v ctima de violaciones a sus derechos humanos por agentes del Estadoí  

en la persona del actor, forzoso es concluir que se ha producido dicho  

perjuicio y que debe ser reparado, lo que no podr a ser de otra formaí  

en tanto que materialmente es dif cil, por no decir imposible, medirí  

con exactitud la intensidad con que esas violaciones han afectado al  

demandante,  por la naturaleza del  perjuicio producido , de todo lo  

cual  se  concluye  que,  este  tipo  de  menoscabo,  no  requiere  ser  

fundamentado ni probado en la forma alegada, considerando, como se  

ha dicho, el car cter moral que reviste.á

En  efecto,  la  naturaleza  e  intensidad  del  dolor  no  hace  

indispensable  la  prueba  sobre  el  mismo,  por  tratarse  de  un  hecho  

evidente en cuanto a que las violaciones a los derechos de una persona,  

en  el  contexto  institucional  de  la  poca,  a  manos  de  agentes  delé  

Estado,  produce  sufrimiento  a  esa  v ctima,  lo  que  no  requiere  deí  

evidencia, da o que debe ser indemnizado, tomando en cuenta todosñ  
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los antecedentes reunidos y debiendo hacerse sobre el particular una  

apreciaci n equitativa y razonable por el tribunal.ó

D CIMO QUINTO: Que, en raz n de lo anterior, cuando losÉ ó  

sentenciadores  del  grado  reprochan  la  falta  de  prueba  del  da oñ  

alegado, imponen sobre el actor una carga probatoria improcedente.  

En  efecto,  parece  desacertado  y  contradictorio  que  se  estime  

demostrado  el  hecho  da oso  y  se  le  califique  como  un  delito  lesañ  

humanidad,  para  despu s  declarar  que  el  da o  moral  no  ha  sidoé ñ  

probado  por  el  actor  v ctima  directa,  a  pesar  de  haber  sufridoí  

directamente  las  acciones  de  los  agentes  estatales” (Corte  Suprema, 

sentencia  de  4  de  enero  de  2023,  rol  49.404-2021 y  en  el  mismo 

sentido sentencia de 19 de abril de 2020 en rol 31.965-2019).

DECIMOQUINTO: Que, ahora bien, no obstante lo dicho, 

ponderando la  prueba incorporada por la  actora  en el  motivo 4 .-°  

consistente en el Informe Psicol gico de do a Julia Gonz lez Figueroaó ñ á  

emitido por la Psic loga Betsab  Alejandra Pino Cruzat,  profesionaló é  

cuya  declaraci n  jurada  de  16  de  enero  de  20223,  prestada  anteó  

notario p blico fue incorporada al juicio  y la declaraci n jurada deú ó  

Arinda Graciela del Carmen Ojeda Aravena, ante el Notario P blicoú  

Juan Avello San Mart n con fecha 17 de enero de 2023, conforme alí  

art culos 346 N  1 del C digo de Procedimiento Civil, en relaci n alí ° ó ó  

art culo  1702  del  C digo  Civil,  constituyen  un  conjunto  deí ó  

presunciones que permiten tener por acreditado el da o moral sufridoñ  

por Julia Gonz lez Figueroa, a consecuencias de haber sido detenida yá  

torturada por sus captores, agentes del Estado, en poca de Dictadura,é  

en  1974,  siendo  trasladada  a  un  lugar  desconocido,  lugar  donde 

permaneci  privada de libertad, siendo reconocida a trav s del Informeó é  

de  la  Comisi n  Nacional  sobre  Prisi n  Pol tica  y  Tortura,  comoó ó í  

v ctima de privaci n de libertad y tortura por razones pol ticas, seg ní ó í ú  

se corrobora con la copia de la n mina de personas reconocidas comoó  

v ctimas, en donde figura incluida la demandante bajo el N  10.226.í °
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DECIMOSEXTO:  Que,  este  escenario,  el  da o  f sico  yñ í  

psicol gico sufrido por la actora Julia Gonz lez Figueroa es evidente yó á  

debe ser indemnizado por una suma que, aunque no logre eliminar el 

perjuicio  sufrido  lo  mitigue  de  alguna  forma,  a  este  respecto  es 

importante  recalcar  que  un  precedente  fundamental  en  materia  de 

reparaci n integral lo constituye la Resoluci n de Naciones Unidas deó ó  

2005 sobre Principios  y directrices  b sicos  sobre el  derecho de las“ á  

v ctimas de violaciones manifiestas  de las  normas internacionales  deí  

derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional 

humanitario  a  interponer  recursos  y  obtener  reparaciones ,  que”  

dispone que:  teniendo en cuenta las circunstancias de cada caso, se…  

deber a  dar  a las  v ctimas  de violaciones  manifiestas  de las  normasí í  

internacionales  de  derechos  humanos  y  de  violaciones  graves  del 

derecho internacional humanitario, de forma apropiada y proporcional 

a la gravedad de la violaci n y a las circunstancias de cada caso, unaó  

reparaci n plena y efectiva  y debe resarcirse a las v ctimas no soloó … í  

en  el  goce  de  sus  derechos  sino  tambi n  para  modificar  lasé  

consecuencias producidas por la violaci n, ya sea en la v ctima o aó í  

trav s  de  cualquier  medida  o  situaci n  que  provoc  la  afectaci n,é ó ó ó  

siendo la indemnizaci n, s lo un elemento de la reparaci n integral.ó ó ó

DECIMOS PTIMOÉ :  Que,  lo  anterior  conduce  a  concluir, 

mediante la utilizaci n de un procedimiento l gico de inferencia, que eló ó  

sufrimiento de Julia Gonz lez Figueroa tanto en su sensibilidad f sicaá í  

como psicol gica, hubo de ser de bastante envergadura, por lo que laó  

indemnizaci n por el da o moral demandado habr  de fijarse en unaó ñ á  

suma que mitigue el dolor experimentado por ambos y en ausencia de 

par metros legales, ella se fijar  prudencialmente en la suma de sesentaá á  

millones  de pesos  ($60.000.000),  tomando en consideraci n  aspectosó  

como  las  circunstancias  en  que  se  produjeron  los  hechos  y  todas 

aquellas  que  influyeron  en  la  intensidad  del  dolor  y  sufrimiento 

experimentado.

Código: NVGYXSPJXDT

Este documento tiene firma electrónica
y su original puede ser validado en
http://verificadoc.pjud.cl



Las sumas que se deber n pagar a los actores por concepto deá  

indemnizaci n de perjuicios por da o moral, lo ser n m s el reajusteó ñ á á  

positivo que experimente el ndice de Precios al Consumidor entre laÍ  

fecha en que la presente sentencia quede ejecutoriada y la data de su 

pago  efectivo,  m s  intereses  corrientes  para  operaciones  de  dineroá  

reajustables  de  menos  de  un  a o,  los  que  se  calcular n  desde  queñ á  

eventualmente  se  produzca  la  mora  y  hasta  el  d a  de  la  soluci ní ó  

efectiva de lo adeudado.

DECIMOCTAVO:  Que,  en  cuanto  a  la  excepci n  deó  

reparaci n satisfactivaó  opuesta por el Fisco de Chile, fundada en que la 

actora ya ha sido indemnizado mediante los beneficios pecuniarios que 

establece la ley N 19.123 y dem s normas conexas, se debe considerar° á  

que ello no es incompatible con el da o moral que se demanda en estañ  

causa, pues tales beneficios buscaron una forma de reparaci n diversaó  

por  parte  del  Estado  de  Chile,  a  la  que  tambi n  se  encontrabaé  

obligado en el  concierto internacional,  no siendo procedente se alarñ  

ahora que se otorgaron para reparar un da o moral, que se determinañ  

por  la  constataci n,  ante  el  ente  jurisdiccional,  de  la  existencia  deó  

hechos il citos que ocasionaron sufrimiento a la actora, al ser v ctimaí í  

de un delito de lesa humanidad, por parte de agentes del Estado.

Por lo expuesto, resulta plenamente procedente resarcir el da oñ  

moral que han sufrido los actores, no siendo bice para ello el que seaó  

beneficiario de otras prestaciones por parte del Estado de Chile, u otro 

tipo  de  reparaci n  pecuniaria,  que  busc  indemnizarla  en  otrosó ó  

aspectos, y con otro tipo de prestaciones, que tambi n se contemplané  

en la normativa internacional humanitaria, que no han sido materia de 

la acci n intentada en esta causa por el demandante Jos  S ez Moraga,ó é á  

en cuanto v ctima de la violencia institucionalizada estatal de aquellaí  

poca (En este sentido Corte de Apelaciones de Santiago, 30 de eneroé  

de 2017, Rol N 11.235-2016).°
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DECIMONOVENO:  Que,  conforme  a  los  hechos 

establecidos, es indudable que los actores han sufrido con ocasi n deó  

los hechos que le afectaron, un da o dif cil de ponderar, expresado enñ í  

aflicciones y padecimientos que deben ser resarcidos, y que importan 

un da o moral manifestado -de seguro-, en sentimientos de angustia,ñ  

impotencia y dolor que han permanecido por mucho tiempo; y que 

corresponde  asignarle  el  car cter  de  v ctima  de  tales  hechos,á í  

concordando a  este  respecto  con el  art culo  9 de  la  resoluci n  Ní ó ° 

60/147 de la Asamblea General  de las  Naciones Unidas,  de 21 de 

marzo de 2006, que contiene los Principios y directrices b sicas sobre“ á  

el  derecho de las  v ctimas  de violaciones  manifiestas  de las  normasí  

internacionales  de  Derechos  Humanos  y  de  violaciones  graves  del 

derecho  internacional  humanitario  a  interponer  recursos  y  obtener 

reparaciones .”

En  consecuencia,  no  cabe  sino  desechar  la  excepci n  deó  

reparaci n satisfactiva opuesta por la parte demandada, puesto que laó  

ley  N 19.123  y  leyes  conexas,  en  ning n  caso  establecen  una° ú  

prohibici n para que el sistema jurisdiccional declare por los mediosó  

que autoriza la ley, la procedencia de la acci n indemnizatoria por eló  

da o moral  causado a la  actora,  no obstante haber  recibido ciertasñ  

reparaciones en virtud de esta ley, sus modificaciones y otras leyes.

VIG SIMOÉ :  Que, en cuanto a la  excepci n de prescripci nó ó  

interpuesta  por  el  Fisco  de  Chile,  sta  igualmente  habr  de  seré á  

desestimada,  como quiera que las  normas del derecho com n sobreú  

prescripci n de acciones indemnizatorias no resultan aplicables al casoó  

de autos, pues ellas contradicen disposiciones de derecho internacional 

de Derechos Humanos.

La acci n  civil  deducida  por los  actores  en contra  del  Fisco,ó  

tendiente  a  conseguir  la  reparaci n  ntegra  de  los  detrimentosó í  

ocasionados,  encuentra  su  fundamento  en  los  dogmas  generales  del 
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derecho  internacional  de  los  Derechos  Humanos  y  su  consagraci nó  

normativa  en  los  tratados  internacionales  ratificados  por  Chile,  los 

cuales  obligan  al  Estado  a  reconocer  y  proteger  este  derecho  a  la 

reparaci n completa, en virtud de lo ordenado en los art culos 5 incisoó í  

segundo y 6 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

Los  art culos  1.1  y  63.1  de  la  Convenci n  Americana  deí ó  

Derechos Humanos, precept an que la responsabilidad del Estado porú  

esta  clase  de  sucesos  queda  sujeta  a  disposiciones  de  derecho 

internacional, que no pueden quedar incumplidas a pretexto de hacer 

primar otros preceptos de derecho interno, por cuanto, de ventilarse un 

hecho  il cito  imputable  a  un  Estado  surge  de  inmediato  laí  

responsabilidad internacional de ste por la transgresi n de una reglaé ó  

internacional, con el subsecuente deber de reparaci n y de hacer cesaró  

los colofones del agravio.

En efecto,  las  violaciones a los  Derechos Humanos  cometidas 

durante  el  r gimen  autoritario  en  Chile,  conforme  a  la  doctrina  yé  

jurisprudencia, son constitutivas de cr menes de lesa humanidad, por loí  

cual se se ala, son imprescriptibles, situaci n que se ve reforzada con lañ ó  

dictaci n de la ley N 20.357 y la ratificaci n del estatuto del C digoó ° ó ó  

Penal  Internacional.  Los  cr menes  de  lesa  humanidad,  calificaci n“ í ó  

atribuida a las violaciones a los Derechos Humanos cometidos durante 

el  gobierno militar  en Chile  son de  car cter  imprescriptible,  siendoá  

excepci n a la instituci n de la prescripci n extintiva. Tal caracter sticaó ó ó í  

no es solo privativa del orden penal, sino que tambi n alcanza a laé  

acci n civil que surge de tales il citos, pues otorgar reparaci n civil aó í ó  

las  v ctimas  dota  de  operatividad  a  los  Derechos  Humanos  y  daí  

respuesta a la obligaci n que compete al Estado de reparar de formaó  

integral a los afectados  (En este sentido, Campos Poblete, Mario: La” ‘  

prescripci n  de  las  acciones  reparatorias  civiles  emanadas  de  losó  

cr menes  de  lesa  humanidad .  En  Rev.  Derecho  y  Humanidades.í ”  

Universidad de Chile, N  18, 2011, p. 150).°
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Un  principio  de  coherencia  demanda  dicha  conclusi n.  Enó  

efecto,  si  de  un  mismo  hecho  nacen  ciertas  acciones,  darles  un 

tratamiento  distinto  no  guarda  coherencia,  por  lo  tanto,  si  de  los 

cr menes contra la humanidad derivan acciones, civil y penal, ambasí  

deben  tener  la  misma  suerte,  es  decir,  se  excepcionan  de  la 

prescripci n extintiva. Desde la ptica de los cr menes internacionalesó ó í  

se les debe dar un trato igualitario, debido a que los bienes jur dicosí  

protegidos van m s all  de la paz de una sociedad y de la propiedad deá á  

un  ciudadano,  se  ampara  la  dignidad  de  la  humanidad  completa. 

Principio  ampliamente  recogido  por  la  jurisprudencia  de  nuestros 

tribunales superiores, quienes han sostenido trat ndose de un delito de“ á  

lesa  humanidad  -como  los  pesquisados  en  la  especie-,  cuya  acci nó  

penal persecutoria es imprescriptible, no resulta coherente entender que 

la correlativa acci n civil indemnizatoria est  sujeta a las normas sobreó é  

prescripci n contempladas en la ley civil interna, ya que ello contrar aó í  

la voluntad expresa manifestada por la normativa internacional sobre 

Derechos Humanos, integrante del ordenamiento jur dico nacional, ení  

armon a con el inciso segundo del art culo 5  de la carta fundamental,í í °  

que instaura el  derecho de las v ctimas y otros leg timos titulares  aí í  

obtener  la  debida  reparaci n  de  todos  los  perjuicios  sufridos  aó  

consecuencia del acto il cito, e incluso por el propio derecho interno,í  

que, en virtud de la ley N  19.123, reconoci  en forma expl cita la° ó í  

innegable existencia de los da os y concedi  tambi n a los familiaresñ ó é  

de  aquellos  calificados  como  detenidos  desaparecidos  y  ejecutados 

pol ticos, por violaci n a los Derechos Humanos en el per odo 1973-í ó í

1990, regal as de car cter econ mico o pecuniario. Por ende, cualquierí á ó  

pretendida  diferenciaci n  en  orden  a  dividir  ambas  acciones  yó  

otorgarles un tratamiento desigual resulta discriminatoria y no permite 

al ordenamiento jur dico guardar la coherencia y unidad indispensablesí  

en un Estado de derecho democr tico. Entonces, pretender el empleoá  

de las disposiciones del C digo Civil en la responsabilidad derivada deó  

cr menes  de  lesa  humanidad  posibles  de  cometer  con  la  activaí  
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colaboraci n  del  Estado,  como derecho com n supletorio  a todo eló ú  

r gimen  jur dico,  hoy  resulta  improcedente  (en  este  sentido,  Corteé í ”  

Suprema, 31 de mayo de 2018, Rol N  37.175- 2017, 26 de abril de°  

2017, Rol N  11.767-2017, 10 de abril de 2017, Rol N  68.876-2016,° °  

21 de julio de 2016, Rol N 20.580-2015; 29 de marzo de 2016, Rol°  

N  3.975-  2016;  11  de enero  de  2016,  Rol  N  13.699-2015;  9 de° °  

diciembre de 2015, Rol N 11.208-2015; 13 de abril de 2105, Rol N° ° 

20.288-2014; 31 de marzo de 2015, Rol N 22.652-2014; y 1 de abril°  

de 2014, Rol N  1.424-2013; y Corte de Apelaciones de Concepci n,° ó  

23 de abril de 2019, Rol N 2556-2018 (acumulada   2557-2018); y 5ó º  

de enero de 2017, Rol N 1.575-2016).°

Por otra parte, no debe olvidarse que el derecho penal interno 

est  centrado  en  el  reo,  pero  el  derecho  penal  internacional  está á 

elaborado en torno a la v ctima, por lo cual,  frente a los  cr menesí í  

internacionales,  los  jueces  nacionales  deben  realizar  un  an lisis  yá  

aplicaci n  de  las  normas  de  una  forma  diferente.  Esta  concepci nó ó  

obedece a un cambio de la cuesti n moral dentro del derecho, el cual“ ó  

fue  iniciado  por  la  imprescriptibilidad  de  los  cr menes  contra  laí  

humanidad, que es la primera piedra de un derecho universal, y que la 

persecuci n de los cr menes de lesa humanidad tiene un fin preventivo,ó í  

uno  sancionador  y  uno  reparador,  frente  a  los  cuales,  si  opera  la 

prescripci n civil, no permitir  que se cumplan a cabalidad los citadosó á  

fines  (En  este  sentido,  Aguilar  Cavallo,  Gonzalo:  Cr menes“ í  

internacionales  y  la  imprescriptibilidad  de  la  acci n  penal  y  civil:ó  

referencia al  caso chileno .  En Rev.  Ius et  Praxis,  Universidad de”  

Talca, v. 14 N 2, p. 182).°

Lo exige tambi n el principio de la reparaci n integral. Principioé ó  

que  presenta  m ltiples  funciones,  a  saber,  disuadir,  sancionar,ú  

ejemplificar,  y, sobre todo, restablecer el orden quebrantado cuando 

sea  posible,  o  de  una  forma  sustitutiva.  La  reparaci n  integral  deló  

menoscabo no se discute en el plano internacional, ni se circunscribe a 
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los autores de los cr menes exclusivamente, sino tambi n se prolongaí é  

hacia el mismo Estado. La preceptiva internacional no ha creado un 

sistema  de  responsabilidad,  lo  ha  reconocido,  desde  que,  sin  duda, 

siempre ha existido, con evoluci n de las  herramientas  destinadas aó  

hacer m s expedita, simple y eficaz su declaraci n, en atenci n a laá ó ó  

naturaleza  de  la  violaci n  y  del  derecho  vulnerado.  Zaffaroni  nosó  

ense a que invocar la simple prescripci n civil para negar cualquierñ “ ó  

derecho de reparaci n o de restituci n en caso de cr menes contra laó ó í  

humanidad  cometidos  siglos  anteriores  no es  una mera  cuesti n  deó  

neutralizaci n  del  reclamo,  sino  un  verdadero  esc ndalo  jur dicoó á í ” 

(Zaffaroni, Eugenio Ra l: En torno a la cuesti n penal . Edit IB de F,ú ‘ ó ”  

Montevideo, 2005, p. 263).

VIGESIMOPRIMERO: Que, por otra parte, y siguiendo en 

ello  lo  resuelto  por  la  Corte  de  Apelaciones  de  Concepci n,  lasó  

disposiciones  del  C digo  Civil  relativas  a  la  responsabilidadó  

extracontractual  y su car cter  prescriptible  s lo  se refieren a delitosá ó  

comunes,  esto  es,  a  hechos  il citos  regidos  por  el  derecho  interno,í  

il citos, desde luego, que pueden calificarse de t picos, antijur dicos yí í í  

culpables, o bien, il citos civiles que derivan de la culpa o dolo, de losí  

que derivan indudablemente una acci n civil propiamente dicha paraó  

perseguir la responsabilidad civil del hechor o de terceros civilmente 

responsables; pero naturalmente, por expreso mandato constitucional, y 

de la normativa internacional, se impone al Estado de Chile a trav s deé  

sus tribunales de justicia, la obligaci n de sancionar especialmente losó  

delitos que vulneran los Derechos Humanos, o si se quiere en este caso, 

delitos  de lesa humanidad,  tanto desde una perspectiva penal como 

civil.

Lo  anterior  permite  colegir,  necesariamente,  que  son  dos  los 

aspectos  que  derivan  del  reproche  universal  a  un  delito  de  lesa 

humanidad,  primero,  que  la  acci n  penal  para  perseguir  laó  

responsabilidad  de  sus  autores,  c mplices  y  encubridores  esó  
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imprescriptible,  y  segundo,  que  sus  v ctimas  deben  contar  con  unaí  

acci n que les permita alcanzar la reparaci n integral del da o sufrido.ó ó ñ  

As ,  necesariamente  debe  entenderse  que  si  lo  que  se  quiere  esí  

sancionar sin l mite de tiempo los delitos de lesa humanidad y brindarí  

a la v ctima la compensaci n del da o que sufri , la acci n civil debeí ó ñ ó ó  

quedar, en ltimo t rmino, anclada al ejercicio de la acci n penal y aú é ó  

la calificaci n judicial del delito como de lesa humanidad.ó

La  conclusi n  anterior  resulta  asimismo  necesaria  ya  que,  laó  

compensaci n  del  da o  que  deriva  de  una  lesi n  a  los  Derechosó ñ ó  

Humanos requiere que previamente una declaraci n judicial califiqueó  

al  delito  de  lesa  humanidad;  a  contrario  sensu,  no  nace  la  acci nó  

indemnizatoria sino cuando el delito es calificado judicialmente como 

de  lesa  humanidad  (En  este  sentido  Corte  de  Apelaciones  de 

Concepci n 12 de noviembre de 2015, Rol N  72-2015).ó °

Como corolario  de  lo  que  se  viene  diciendo la  excepci n  deó  

prescripci n ser  desestimada.ó á

VIGESIMOSEGUNDO: Que, en cuanto a la falta de prueba 

para acreditar  el  da o moral,  cabe precisar  que ste  es  la  lesi n oñ é ó  

menoscabo que el  hecho da oso pueda ocasionar  en un derecho oñ  

inter s del que es titular la persona afectada y que se encuentra en laé  

esfera extra-patrimonial del individuo, sin perjuicio de tener presente 

que, no obstante tener dicho car cter, no queda liberado el afectado deá  

acreditarlo.

En  este  escenario,  contrariamente  a  lo  sostenido  por  el 

demandado Fisco de Chile,  en el  fundamento 3 .-  motivo del  fallo°  

atacado  obran  los  hechos  no  controvertidos,  a  los  que  ya  hemos 

referido y en el 4  basamento aquellos con los cuales se prueba el da o° ñ  

moral, por lo que nos remitimos a ello.

En consecuencia, los hechos en que incurrieron los agentes del 

Estado implican lesi n a derechos extra patrimoniales de gran valor,ó  
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entre los cuales aparece el derecho a la vida y a la integridad f sica yí  

ps quica  de  la  persona,  derechos  que  se  encuentran  cauteladosí  

constitucionalmente,  todo  lo  cual  conduce  a  desestimar  el  agravio 

invocado por el demandado.

VIGESIMOTERCERO: Que, las mismas razones expresadas 

a  prop sito  del  segundo  agravio  que  se  abord  en  esta  sentencia,ó ó  

conducen  a  desechar  el  perjuicio  denunciado  por  el  apelante  a 

prop sito de la decisi n del fallo recurrido que no accedi  a la defensaó ó ó  

de rebaja del monto dinerario a indemnizar al actor, porque, por un 

lado,  se  reitera  que  no  cabe  considerar  aqu  (para  efectos  de  fijarí  

judicialmente  la  indemnizaci n  de  perjuicios  por  da o  moral)  losó ñ  

beneficios que ha recibido aqu l con ocasi n de las denominadas leyesé ó “  

reparatorias ,  y,  adem s,  porque  el  da o  moral  causado  result” á ñ ó 

probado  conforme a  los  antecedentes  de  convicci n  reunidos  en  laó  

presente causa, y relativamente a su quantum, ste, como se pasar  aé á  

decir, ha de ser fijado incluso en una suma mayor a la establecida en 

primera instancia.

VIGESIMOCUARTO:  Que,  por  ltimo,  en  lo  atinente  aú  

reajustes, para los efectos de concretar el principio de la integridad de 

la reparaci n del da o, el que indemniza todo el perjuicio, principioó ñ  

que  forma  parte  del  sistema  de  responsabilidad  civil  y  m sá  

ampliamente  a n,  del  sistema  general  de  reparaci n  del  da o,  lasú ó ñ  

sumas  a  que  se  condena  pagar  al  demandado  por  concepto  de 

indemnizaci n por concepto de da o moral, lo ser n m s el reajusteó ñ á á  

positivo que experimente el ndice de Precios al Consumidor entre laÍ  

fecha en que la presente sentencia quede ejecutoriada y la data de su 

pago efectivo.

Ahora  bien,  sobre  el  capital  as  reajustado,  se  computar ní á  

intereses corrientes para operaciones de dinero reajustables de menos 
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de un a o, los que se calcular n desde que eventualmente se produzcañ á  

la mora y hasta el d a de la soluci n efectiva de lo adeudado.í ó

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad,  adem s,  con  loá  

previsto en los art culos 38 inciso 2  de la Constituci n Pol tica de laí ° ó í  

Rep blica; 4  de la ley N 18.575, ley N  19.123; 1.698, 1.699, 1.700,ú ° ° °  

1.706 y 1.712 del C digo Civil; y 144, 160, 170, 186 y siguientes, 341,ó  

342, 384, 426 y 748 y siguientes del C digo de Procedimiento Civil; seó  

declara

I. -  Que, SE REVOCA la sentencia definitiva de diecisiete de 

abril de dos mil veintitr s y en su lugar se declara que se hace lugar aé  

la demanda enderezada en lo principal de la presentaci n de folio 1,ó  

solo en cuanto se condena al demandado Fisco de Chile, a pagar por 

concepto  de  indemnizaci n  de  perjuicios  por  da o  moral  a  laó ñ  

demandante Julia Gonz lez Figueroa la suma de sesenta millones deá  

pesos ($60.000.000).

La  suma  que  se  deber  pagar  a  la  actora  por  concepto  deá  

indemnizaci n de perjuicios por da o moral, lo ser n m s el reajusteó ñ á á  

positivo que experimente el ndice de Precios al Consumidor entre laÍ  

fecha en que la presente sentencia quede ejecutoriada y la data de su 

pago  efectivo,  m s  intereses  corrientes  para  operaciones  de  dineroá  

reajustables  de  menos  de  un  a o,  los  que  se  calcular n  desde  queñ á  

eventualmente  se  produzca  la  mora  y  hasta  el  d a  de  la  soluci ní ó  

efectiva de lo adeudado.

II .-  Que, se rechazan las excepciones perentorias de reparaci nó  

satisfactiva (reparaci n integral) y prescripci n extintiva, todas opuestasó ó  

por el demandado Fisco de Chile en lo principal de su escrito de (folio 

6).

III. -  Que, no se condena en costas al demandado por haber 

tenido motivo plausible para litigar. 
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Reg strese y devu lvase oportunamente.í é

Redactada por el ministro se or Jord n.ñ á

N°Civil-3215-2023.
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Pronunciado por la Quinta Sala de la C.A. de Concepción integrada por Ministro Fabio Gonzalo

Jordan D., Ministra Suplente Claudia Andrea Vilches T. y Abogado Integrante Waldo Sergio Ortega J.

Concepcion, doce de febrero de dos mil veinticinco.

En Concepcion, a doce de febrero de dos mil veinticinco, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario

la resolución precedente.
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